
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Sentencia  - 2ª Instancia -10 de mayo 2018
Radicación Nro. :
  
66001-31-03-005-2018-00141-01
Accionante:

John Byron Zapata Atehortúa.

Accionado: 

Dirección General Marítima DIMAR; Agencia Nacional de Infraestructura ANI; Superintendencia de Puertos y Transporte SUPERTRANSORTE; Ministerio de Hacienda y Crédito Público MINHACIENDA; Ministerio de Defensa Nacional MINDEFENSA; Instituto Nacional de Vías INVIAS; Ministerio de Justicia MINJUSTICIA; Ministerio de Transporte MINTRANSPORTE; CORMAGDALENA y Departamento Nacional de Planeación DNP
Vinculado (s): 



Proceso:


Tutela

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


PETICIONES VARIAS / INMEDIATEZ / LEGITIMACIÓN / IMPROCEDENTE / CONFIRMA – En el caso de ahora, como acertadamente lo hizo ver la funcionaria de primer grado, la petición a Invías del 21 de septiembre de 2016, le fue contestada a quien la elevó, que fue María Yorladis Ramírez Agudelo, el 30 de ese mismo mes (CD f. 76, archivo 4.1.). Y la del 3 de febrero de 2014, dirigida a la DIMAR, fue suscrita por Jorge Enrique Romero Favcarón (CD f. 50, archivo grupo 8). De manera que los titulares del derecho en estos dos casos son personas diferentes al ahora accionante, quien, por tanto, para esos efectos, carece de legitimación.
(…)

Puestas de esta manera las cosas, coincide la Sala con el juzgado de primer grado, en cuanto lo que toca con el reproche respecto de la falta de respuesta de fondo, total y/o parcial de las solicitudes elevadas para los años 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 28 de febrero, 01 de marzo, 26 de abril y 05 de junio de 2017, no satisfacen el mencionado principio, ya que, como se ve, entre esas calendas y la de la promoción de esta acción trascurrieron más de seis meses en algunos casos y hasta cinco (5) años en otros. 

Salta a la vista, entonces, que el interesado pasó por alto este requisito de procedibilidad, que debe cumplirse aquí, dado que no se trata de un sujeto de especial protección, ni se justifica razonadamente la tardanza. 

(…)

Frente a ello, como lo dejan ver los anexos antes detallados, el 30 de octubre de 2017 se le hizo saber al interesado que por la prestación de servicios de apoyo al transporte de carga marítima o fluvial en el Puerto de Barranquilla, se le enviaba toda la información que se tenía en dicha dependencia con la claridad que se expedía respecto de los años en que se instaló el sistema y permitía generarle un reporte consolidado. En cuanto a la información de ingreso reportada por las empresas de apoyo al servicio de carga, se le indicó que conforme a sus funciones legales no era del caso brindarle tales reportes. Y sobre los ingresos generados por la Sociedades Portuarias Nacionales, ninguna de ellas, conforme a disposición legal, debe reportar alguna información financiera.

Esta contestación que se generó, reportada al actor, sí da cuenta en forma completa, clara y concreta de lo relacionado con su requerimiento, pues en forma explícita, se refirió a todo lo pedido.

Que esté inconforme con esa respuesta, por sí solo no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada.
(…)

   


 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 
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Pereira, mayo diez de dos mil dieciocho
Expediente 66001-31-03-005-2018-00141-01
Acta Nro. 152 de mayo 10 de 2018
  



Decide la Sala la impugnación propuesta en esta acción de tutela interpuesta por John Byron Zapata Atehortúa, contra la Dirección General Marítima DIMAR; Agencia Nacional de Infraestructura ANI; Superintendencia de Puertos y Transporte SUPERTRANSORTE; Ministerio de Hacienda y Crédito Público MINHACIENDA; Ministerio de Defensa Nacional MINDEFENSA; Instituto Nacional de Vías INVIAS; Ministerio de Justicia MINJUSTICIA; Ministerio de Transporte MINTRANSPORTE; CORMAGDALENA y Departamento Nacional de Planeación DNP, a la que fueron vinculados quienes se estimó necesario citar al asunto conforme al auto que le dio impulso a la actuación (f. 3, c. principal).
ANTECEDENTES
   



John Byron Zapata Atehortúa, instauró acción de tutela contra la Dirección General Marítima DIMAR; Agencia Nacional de Infraestructura ANI; Superintendencia de Puertos y Transporte SUPERTRANSORTE; Ministerio de Hacienda y Crédito Público MINHACIENDA; Ministerio de Defensa Nacional MINDEFENSA; Instituto Nacional de Vías INVIAS; Ministerio de Justicia MINJUSTICIA; Ministerio de Transporte MINTRANSPORTE; CORMAGDALENA y Departamento Nacional de Planeación DNP, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales que cita como “petición y a la información”, de los cuales es titular, vulnerados, afirma, por parte de dichas entidades.
   



Del extenso escrito que contiene la demanda se resalta que hace alusión a diversos “derechos de petición, oficios, requerimientos y tutela” relacionados con los ingresos que se generaron desde la entrada en vigencia de la Ley 1 de 1991 a favor de alguna de las entidades o establecimiento público del nivel nacional  hasta la fecha, escritos que han pasado de una a otra, sin recibir respuesta. Además, contiene una relación de varias solicitudes elevadas, con respuestas que considera insuficientes, de los años 2012, 2013, 2014, 2015, 2016; 28 de febrero de 2017; 01 de marzo de 2017; 26 de abril de 2017 y 05 de junio de 2017; otras del (i) 15 de septiembre de 2017 a la DIMAR, Capitán de Fragata Germán Augusto Escobar Olaya radicada esta con el número 292017106708 (relacionado en la demanda -f. 2 y 6-, en el cd -f. 50-, archivos denominados Grupo 13, c.1), de la que se dice obtuvo respuesta sobre ampliación del término por 15 días, que venció el 30 de octubre de 2017, sin contestación; (ii) derecho de petición radicado con el número 292914104373 (f. 6 y cd “Grupo 10 Gmail Derecho de Petición de información DIMAR 3 de AGOSTO 2015” y contestaciones sobre el particular, archivos 1 y 2 del grupo 10; archivos 3 y 1 del Grupo 14, c. 1), reiterada el 16 de junio de 2017, y (iii) petición a la DIMAR radicado 13201701724 del 30 de octubre de 2017 (f. 7 demanda; cd Grupo 19, c. 1).

 



En el acápite de su pretensión hace referencia a la falta de respuesta y trae un listado sobre los conceptos que contienen las solicitudes (f. 10 a 14, c.1), para deprecar el amparo a la información, libertad de pensamiento y expresión, derecho de petición, entre otros.





Con la demanda, aportó un disco compacto que contiene diversos documentos.





Declarada nula la actuación que en esta sede se surtió (f. 4 a 8 del cuaderno de la Corte Suprema de Justicia), asumió el conocimiento del trámite el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, que dio impulso a la demanda con auto del 15 de febrero de 2018 y dispuso la vinculación de otros sujetos no demandados de manera directa, con aparente interés en las resultas del asunto acorde con los anexos aportados y lo relatado a lo largo del libelo; se concedió traslado por el término de 2 días (f. 3, c. principal).

  



Se pronunció la Coordinación General de la Dirección General Marítima, adscrita al Ministerio de Defensa Nacional que adujo cumplimiento de su obligación, hizo referencia a las contestaciones emitidas en relación con las peticiones que el accionante elevó a tanto a la Dirección General Marítima como a las distintas capitanías de puerto.   




La Coordinadora Jurídica de la Contaduría General de la Nación, expresó que no le constan los hechos, enumeró las funciones de la entidad e indicó que carece de competencia sobre el reclamo que contiene esta acción (f. 63 a 67 c.1)
 



El Director del Instituto Nacional de Vías INVIAS se pronunció sobre los hechos de la demanda y expresó que al accionante se le brindó la respuesta del caso, respecto de las solicitudes que él presentó, algunas de las cuales se trasladaron a otros entes por competencia; que es incomprensible que cuatro años después de recibir respuesta diga que no le satisface y que, en últimas, ninguna vulneración existe de su parte (f. 73 a 76, c.1)
  



La Agencia Nacional de Infraestructura, por medio de representante judicial, de manera previa solicitó hacer un llamado al actor para que hiciera buen uso del derecho de petición y lo ejerciera de manera responsable, moderada, adecuada y con orden, con el fin de no saturar las entidades del Estado con reclamaciones sin fundamento y con destinatario equivocado; explicó su naturaleza jurídica; se pronunció sobre los hechos de la demanda y señaló que la tutela se torna improcedente al incumplir el principio de inmediatez, habida cuenta que lo relacionado con las solicitudes a la agencia data de los años 2013 y 2014 (f. 77 a 95, c.1).




Por su parte la Jefe Oficina Asesora Jurídica de CORMAGDALENA, precisó que ningún documento acredita que el accionante hubiese presentado solicitud ante dicha entidad y, por tanto, debe ser desvinculada del trámite (f. 96 a 105, c.1) 

 



El Contralor Delegado para Infraestructura expresó, en síntesis, que no le constan los hechos de la demanda; explicó lo relacionado con la gestión fiscal; que en el caso presente no es  posible ningún tipo de intervención por parte de ese órgano, por cuanto, en relación a las peticiones pendientes de resolver, no versan sobre asuntos de gestión fiscal, ni manejos de recursos públicos que permitan inferir que existe competencia para que la Contraloría ejerza algún control o establezca responsabilidades (f. 106 a 111, c.1)
 



De otro lado, el Coordinador del Grupo Legal Marítimo detalló las normas que se han producido en relación con la estructura del Ministerio de Defensa; que la DIMAR corresponde a una dependencia interna de dicha Cartera; informó sobre algunas funciones que desarrolla; que todas las peticiones del actor han sido resueltas de manera precisa y completa, la del 15 de septiembre de 2017, se materializó con oficio del 30 de octubre de 2017 (f. 112 a 115, c.1)
 



El Departamento Nacional de Planeación, por medio de apoderada, explicó que el derecho de petición al que hace alusión el interesado fue radicado por María Yorladis Ramírez el 22 de septiembre de 2016, y a la misma se le dio respuesta de fondo sobre lo solicitado, por lo que indica, debe declararse la improcedencia del amparo (f. 117 a 129, c.1)
El Director de Rentas Departamentales de Antioquia adujo que del escrito de tutela no se advierten peticiones frente a dicha dependencia (f. 170 a 171, c.1).

 



La Subdirección Administrativa y Financiera del Ministerio de Transporte señaló que le suministró al accionante las informaciones que ha requerido (f. 173 y 174, c.1).

 



La Asesora del Ministerio de Hacienda y Crédito Público dijo que desde el año 2014 le ha venido respondiendo al interesado las peticiones que ha elevado, y que no se cumple con el principio de inmediatez (176 a 191, c.1).

  



El Director Jurídico del Ministerio de Justicia y del Derecho  solicitó declarar la improcedencia de la acción porque no existe vulneración alguna de su parte frente al derecho invocado; hay falta de legitimación en la causa por pasiva, y el cumplimiento de las pretensiones del accionante es ajeno a las competencias de dicho ente; que las solicitudes presentadas fueron enviadas por competencia a otras entidades y de ello se enteró a la señora María Yorladis Agudelo Moreno, quien las radicó (f.192 a 206, c.1).

 



La Jefatura Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Puertos y Transporte indicó que las solicitudes allí radicadas fueron remitidas a las dependencias competentes para resolver (f. 207 a 220, c.1). 
Sobrevino el fallo en primera instancia que concedió el amparo y ordenó a la DIMAR, por intermedio de su director, dar contestación a dos de los derechos de petición a los que aludió el actor; declaró la improcedencia de el amparo respecto de las peticiones elevadas con anterioridad al mes de junio del año 2017 y para ello adujo carencia del presupuesto de inmediatez de la acción; negó el amparo en relación con la petición elevada ante el capitán de fregata Germán Augusto Escobar, por carecer el actor de legitimación; finalmente ordenó las desvinculaciones que halló pertinentes (f. 20 a 25, c. principal.)
Impugnó el actor quien se opuso a la improcedencia de la acción y estimó conculcado su “derecho humano a la información”, hizo énfasis en que considera que esta acción es idónea para reclamar de las accionadas la información se han negado a suministrar (f. 31 a 51, c.1) 

CONSIDERACIONES

  



Acude ante el juez constitucional John Byron Zapata Atehortúa, con el propósito de que se le proteja, en esencia, su derecho fundamental de petición, vulnerado, afirma, por las entidades frente a las que accionó.
  



Desde 1991 impera en nuestro sistema jurídico la acción de tutela como un mecanismo constitucional que, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta, le permite a toda persona acudir a un juez para conseguir la protección de sus derechos fundamentales, siempre que ellos estén siendo amenazados o vulnerados por una autoridad, y en algunos casos por particulares. 
  



Sin embargo, su promoción tiene que estar precedida, primero, de legitimación, y segundo, de los requisitos de procedibilidad que, en general, la jurisprudencia constitucional ha señalado que son la subsidiariedad y la inmediatez; así se recordó, recientemente, en la sentencia T-074 de 2017. 

   



En cuanto al interés que le asiste al demandante para promover la acción, es claro el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que enseña que la acción de tutela debe ser promovida por el directo afectado, o bien por quien sea su representante legal, o por medio de apoderado judicial, en cuyo caso debe ser abogado inscrito y acompañar el respectivo poder especial; todo sin perjuicio de que se puedan agenciar intereses ajenos, evento en el cual debe afirmarse, y probarse, además, que aquella persona por quien se interviene está impedida para acudir por sus propios medios. Para este último evento, no cualquier situación permite acudir a la agencia oficiosa, pues tal figura parte del supuesto de una verdadera imposibilidad del afectado para acudir por sí mismo al trámite excepcional, pues bien se sabe que la informalidad de la acción de tutela es tal, que sin la presencia física de la persona se puede ejercer, si bien el escrito no requiere ningún tipo de autenticación, sin contar con que se puede presentar por cualquier medio (art. 14, D. 2591 de 1991) 
.
   



En el caso de ahora, como acertadamente lo hizo ver la funcionaria de primer grado, la petición a Invías del 21 de septiembre de 2016, le fue contestada a quien la elevó, que fue María Yorladis Ramírez Agudelo, el 30 de ese mismo mes (CD f. 76, archivo 4.1.). Y la del 3 de febrero de 2014, dirigida a la DIMAR, fue suscrita por Jorge Enrique Romero Favcarón (CD f. 50, archivo grupo 8). De manera que los titulares del derecho en estos dos casos son personas diferentes al ahora accionante, quien, por tanto, para esos efectos, carece de legitimación. 

  



Ahora bien, de tiempo atrás
, la Corte Constitucional ha enseñado que si bien el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata ante la presencia de una agresión inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la protección que esta especial vía ofrece. 
Claro que habrá casos de excepción, pero ello ocurrirá cuando se trate de los derechos de un sujeto de especial protección, o se justifica ante el juez la tardanza en la promoción del amparo, o la falta de repuesta afecta de una manera considerable el interés del demandante, eventos que no ocurren en este caso tal como se desprende de la foliatura. 
Precisamente en la sentencia T-074 de 2017, recordó la alta Corporación sobre este particular que: 

El principio de inmediatez exige que este mecanismo judicial se interponga de manera oportuna en relación con el acto que generó la presunta vulneración de los derechos fundamentales. Es decir que, pese a no contar con un término de prescripción por mandato expreso de la Carta Política, debe existir necesariamente una correspondencia entre la célere naturaleza de la tutela y su interposición justa y oportuna.
1.1.1. De este modo, el juez debe verificar si el tiempo trascurrido entre la supuesta violación o amenaza y la interposición de la acción es razonable y, en caso de no serlo, debe revisar si existe una razón válida y que justifique la inactividad del demandante. Así, se halla en la obligación de identificar cuándo no se ha interpuesto de manera razonable para evitar que el empleo de este mecanismo afecte la seguridad jurídica y lesione los derechos fundamentales de terceros, o desnaturalice la misma acción. 
1.1.2. En relación con lo anterior, este Tribunal ha señalado 2 factores que excepcionalmente justifican el transcurso de un lapso prolongado entre la supuesta vulneración del derecho y la fecha de interposición de la acción, así: (i) que se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo en el entendido de que si bien el hecho que la originó es muy antiguo, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto a sus derechos continúa y es actual; y (ii) que la especial situación del actor convierta en desproporcionado el hecho de adjudicarle la carga de ejercer los medios ordinarios de defensa judicial.

1.1.3. En este mismo sentido, esta Corte señaló en sentencia T-1028 de 2010…:
“Insistentemente ha resaltado esta Corporación que la razonabilidad del plazo no puede determinarse a priori, lo que se traduciría en la imposición de un término de caducidad o prescripción prohibido por el artículo 86 de la Constitución, sino de conformidad con los hechos de cada [asunto] concreto. Es por ello que “en algunos casos, seis (6) meses podrían resultar suficientes para declarar la tutela improcedente; pero, en otros eventos, un término de 2 años se podría considerar razonable para ejercer la acción de tutela, ya que todo dependerá de las particularidades del caso.”
Ya antes, en la sentencia T-1148 de 2005, frente al derecho de petición concretamente, había confirmado la negativa del resguardo constitucional, por considerar que: 

“Conforme con lo anterior, la peticionaria estaba legitimada para reclamar, por vía de la acción de tutela, el amparo de su derecho fundamental de petición a partir del 3 de noviembre de 2003, día hábil siguiente al vencimiento para CAJANAL del término legal previsto para dar una respuesta preliminar sobre el petitum que le fuera formulado.

 

  


De esta manera, llama la atención de esta Sala que la Señora Gómez haya dejado transcurrir 1 año, 7 meses y 15 días entre el momento en que se configuró el agravio en su contra y el momento en que reclamó su protección judicial, sin que durante este lapso temporal haya emprendido ninguna actuación tendiente a lograr su cesación definitiva y sin que formulara, en su libelo, ningún argumento tendiente a justificar dicha inactividad.

 

  


Así, atendiendo a la jurisprudencia de esta Corporación sobre el principio de inmediatez como presupuesto procesal de la acción de tutela, resulta claro que, tal como lo considerara el Juez de Instancia, en el caso bajo estudio no se observó el plazo razonable para reclamar la protección del Juez Constitucional.

 

   


En este orden de ideas, la protección que aquí se invoca ha perdido sus atributos de actualidad y urgencia, con lo cual ha quedado desnaturalizada.” 

Otro tanto ha dicho la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia; en una ocasión, en la que también estaba de por medio el derecho de petición, señaló
, que: 

Según se ha sostenido de manera reiterada por la jurisprudencia de esta Sala, para que proceda la acción de tutela debe acreditarse la vulneración o amenaza a un derecho fundamental, para la cual el actor no cuente o no haya contado con un mecanismo judicial de defensa
, y frente a la cual el peticionario haya actuado con la urgencia que amerita el caso, dentro de un término razonable de inmediatez
.

  



Puestas de esta manera las cosas, coincide la Sala con el juzgado de primer grado, en cuanto lo que toca con el reproche respecto de la falta de respuesta de fondo, total y/o parcial de las solicitudes elevadas para los años 2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 28 de febrero, 01 de marzo, 26 de abril y 05 de junio de 2017, no satisfacen el mencionado principio, ya que, como se ve, entre esas calendas y la de la promoción de esta acción trascurrieron más de seis meses en algunos casos y hasta cinco (5) años en otros. 

  



Salta a la vista, entonces, que el interesado pasó por alto este requisito de procedibilidad, que debe cumplirse aquí, dado que no se trata de un sujeto de especial protección, ni se justifica razonadamente la tardanza. 
  



Resta analizar si, respecto de la petición del 15 de septiembre de 2017 dirigida a la DIMAR, Capitán de Fragata Germán Augusto Escobar Olaya, radicada con el número 292017106708, relacionada en la demanda (f. 2 y 6 y en el CD, f. 50, c.1), archivos denominados Grupo 13, de la que se dice obtuvo como respuesta la ampliación del término por 15 días para contestarle, que venció el 30 de octubre de 2017, sin que así se procediera a ello, es viable el amparo invocado.
Para ello es menester acotar, a manera de preámbulo, que el anunciado derecho, se garantiza con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional y, además, con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
Asimismo, esta Corporación ha indicado que el derecho de petición se satisface cuando concurren los siguientes elementos que constituyen su núcleo esencial: (i) la posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la prontitud y oportunidad de la respuesta, es decir, que se produzca dentro de un plazo razonable, que debe ser lo más corto posible; (iii) la emisión de una respuesta clara, precisa y de fondo, que supone que la autoridad competente se pronuncie sobre la materia propia de la solicitud de manera completa y congruente, es decir sin evasivas, respecto a todos y cada uno de los asuntos planteados y (iv) la pronta comunicación de lo decidido al peticionario, al margen de que la respuesta sea favorable o no, pues no necesariamente se debe acceder a lo pedido 
.
De tal solicitud se afirma que la respuesta no se ajusta a lo solicitado. Con ella se pretendía obtener información sobre recursos recaudados entre el 1º de marzo de 1991 y el 30 de agosto de 2017 por la prestación de servicios de carga marítima en el Puerto de Barranquilla desde la entrada en vigencia de las Leyes 01 de 1991 y 1242 de 2008; además de los ingresos generados dentro de los últimos 30 kilómetros a la desembocadura del Río Magdalena al Puerto de Barranquilla, y si la DIMAR ha transferido recursos a título de contraprestación portuaria al Distrito Especial de Barranquilla, con indicación de conceptos, valores y fechas, si fuere positivo.

Frente a ello, como lo dejan ver los anexos antes detallados, el 30 de octubre de 2017 se le hizo saber al interesado que por la prestación de servicios de apoyo al transporte de carga marítima o fluvial en el Puerto de Barranquilla, se le enviaba toda la información que se tenía en dicha dependencia con la claridad que se expedía respecto de los años en que se instaló el sistema y permitía generarle un reporte consolidado. En cuanto a la información de ingreso reportada por las empresas de apoyo al servicio de carga, se le indicó que conforme a sus funciones legales no era del caso brindarle tales reportes. Y sobre los ingresos generados por la Sociedades Portuarias Nacionales, ninguna de ellas, conforme a disposición legal, debe reportar alguna información financiera.

Esta contestación que se generó, reportada al actor, sí da cuenta en forma completa, clara y concreta de lo relacionado con su requerimiento, pues en forma explícita, se refirió a todo lo pedido.
  



Que esté inconforme con esa respuesta, por sí solo no le imprime un alcance vulnerador o trasgresor a la posición de la accionada. Así, por ejemplo, en eventos similares, cambiando lo que hay que cambiar, ha dicho la Corte Constitucional que: 

                            
 
Sin embargo, ha de recordarse que la Corte también ha precisado que, ni el derecho de petición, ni la acción de tutela, tienen la virtualidad de obligar a las autoridades a lo imposible, como así lo indicó en la Sentencia T-464 de 1.996
:


“Ahora bien, una cosa es que resulte violado el derecho de petición cuando no se resuelve material y oportunamente acerca de la solicitud presentada y otra muy distinta que, ya respondido lo que la autoridad tiene a su alcance como respuesta, el peticionario aspire a que se le conceda forzosamente y de manera inmediata algo que resulte imposible.”

                                  (...)

                                  El derecho de petición no ha sido vulnerado y, por tanto, no cabe la protección judicial, pues la acción de tutela tampoco es procedente para alcanzar efectos fácticos que están fuera del alcance de la autoridad contra la cual se intenta
.
   
En tal orden de ideas, fue precisa la negativa impartida en primera sede frente a esa pretensión.
Ahora bien, la otras peticiones, el amparo fue concedido, con lo que quedan al margen de la impugnación. 





Ante lo expuesto, se concluye que fue acertada la decisión proferida en primera instancia y por tal motivo se confirmará. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local en la acción de tutela promovida por John Byron Zapata Atehortúa contra la Dirección General Marítima DIMAR; Agencia Nacional de Infraestructura ANI; Superintendencia de Puertos y Transporte SUPERTRANSORTE; Ministerio de Hacienda y Crédito Público MINHACIENDA; Ministerio de Defensa Nacional MINDEFENSA; Instituto Nacional de Vías INVIAS; Ministerio de Justicia MINJUSTICIA; Ministerio de Transporte MINTRANSPORTE; CORMAGDALENA y Departamento Nacional de Planeación DNP, a la que fueron vinculados quienes se estimó necesario citar al asunto conforme al auto que le dio impulso a la actuación




Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso, archívese.  
  



Notifíquese esta decisión a los interesados por el medio más expedito.  

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


DUBERNEY GRISALES HERRERA              

      





      
        Con aclaración de voto
� Sentencia T-467 de 2015


� Sentencia T-172-de 2013


� Ver Sentencias T-1110 de 2005, T-158 de 2006, T- 429 de 2011, T-998 de 2012, SU-158 de 2013, T-521 de 2013 y T-890 de 2014, entre muchas otras. 


� Sentencia, mayo 13 de 2011, radicado 05001-22-03-000-2011-00176-01, M.P. William Namén Vargas.


� Ver entre muchas otras, las sentencias de 22 de febrero de 2010, Exp. 76001-22-03-000-2009-00429-01 y 11001-22-03-000-2009-01902-01; y de 18 de febrero de 2010, Exp. 76001-22-03-000-2009-00430-01.


� Ver las sentencias de esta Sala de 15 de febrero de 2010, Exp. 73001-22-13-000-2009-00459-01; de 18 de febrero de 2010, Exp. 20001-22-14-000-2009-00127-01, entre muchas otras


� Sentencia T-139 de 2017


� Sentencia T-192 de 2007.


� M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.


�  Sentencia T-412/98
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